	


MAGISTRADO PONENTE: LEVIS IGNACIO ZERPA

Exp. Nº 2001-0601
La Corte Primera de lo Contencioso Administrativo mediante Oficio N° 01/3355 de fecha 25 de julio de 2001, remitió a esta Sala el expediente contentivo del recurso de nulidad interpuesto por Edwin Parada Ramírez, inscrito en el Inpreabogado bajo el N° 62.685, en su carácter de apoderado judicial de la sociedad mercantil ZULIA TOWING AND BARGE Co. C.A., inscrita originalmente ante la Secretaría del Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil y Mercantil de la 17 Circunscripción Judicial del Estado Zulia, bajo el N° 145, Libro 45, Tomo 1° en fecha 23 de septiembre de 1957, contra “la notificación emanada de la ciudadana Roselin Cabrales, en su condición de INSPECTORA DEL TRABAJO (E) (...) en fecha 29 de febrero de 2000, participándole la intención de un grupo de trabajadores de constituir un sindicato de empresa, así como todos los actos subsiguientes por ella suscritos (...) y muy especialmente el Acta de Legalización y Registro del Sindicato de Trabajadores de la empresa Zulia Towing and Barge Co, C.A. en el Estado Zulia de fecha 09 de marzo de 2000, y de la comunicación de la misma de fecha (...) en la cual participa que en el Libro de Registro Sindical llevado por esta Inspectoría del Trabajo en el Estado Zulia, esa organización sindical ha quedado inscrita bajo el N° 2.098, Folio 136”; dicha remisión fue efectuada en virtud de que el  a quo por decisión de fecha 10 de julio de 2001, se declaró incompetente para conocer la causa.
El 09 de agosto de 2001, se dio cuenta en Sala y se designó ponente al Magistrado Levis Ignacio Zerpa, a los fines de decidir sobre la declinatoria de competencia.
Mediante escrito de fecha 21 de noviembre de 2001, el abogado Ricardo Baroni Uzcátegui, inscrito en el Inpreabogado bajo el N° 49.200, en su carácter de apoderado judicial de la sociedad mercantil recurrente, hizo consideraciones y específicamente en cuanto a la competencia para conocer la causa señaló:

“(...) Es la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, de conformidad con lo previsto en el artículo 42 numeral 10° (SIC) de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, en concordancia con el artículo 43 eiusdem, el cual dispone, que es de la competencia de la Corte como más Alto Tribunal de la República declarar la nulidad cuando sea procedente por razones de inconstitucionalidad  o de ilegalidad de los actos administrativos individuales del Poder Ejecutivo Nacional.(...)”
 
Por diligencias de fechas 27 de febrero y 24 de octubre de 2002, la parte recurrente solicitó que la Sala se pronunciase sobre su competencia para conocer la causa.
I

ANTECEDENTES

Mediante escrito de fecha 14 de agosto de 2000, el abogado Edwin Parada Ramírez, en su carácter de apoderado judicial de la sociedad mercantil  ZULIA TOWING AND BARGE CO. C.A., interpuso ante la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo recurso de nulidad contra “la notificación emanada de la ciudadana Roselin Cabrales, en su condición de INSPECTORA DEL TRABAJO (E) (...) en fecha 29 de febrero de 2000, participándole la intención de un grupo de trabajadores de constituir un sindicato de empresa, así como todos los actos subsiguientes por ella suscritos (...) y muy especialmente el Acta de Legalización y Registro del Sindicato de Trabajadores de la empresa Zulia Towing and Barge Co, C.A. en el Estado Zulia de fecha 09 de marzo de 2000, y de la comunicación de la misma de fecha (...) en la cual participa que en el Libro de Registro Sindical llevado por esta Inspectoría del Trabajo en el Estado Zulia, esa organización sindical ha quedado inscrita bajo el N° 2.098, Folio 136”.


Por escrito de fecha 12 de diciembre de 2000, el abogado Ricardo Baroni Uzcátegui, antes identificado, en su carácter de apoderado judicial de la parte actora reformó el escrito recursivo señalando entre otros aspectos que el recurso de nulidad se interponía “contra los actos administrativos de efectos particulares emanados de la INSPECTORA  DEL TRABAJO (E) EN EL ESTADO ZULIA, (...) 1) Oficio N° 342 de fecha 29 de febrero de 2000, mediante el cual la Inspectora el Trabajo de Maracaibo decretó la inamovilidad de un grupo de trabajadores que laboran para mí  representada, los cuales se encuentran identificados en el referido Oficio; 2) Acto de fecha 09 de marzo de 2000, mediante el cual la referida Inspectora del Trabajo de Maracaibo consideró legalmente constituido el SINDICATO DE TRABAJADORES DE LA EMPRESA ZULIA TOWING AND BARGE CO, C.A. EN EL ESTADO ZULIA (SINTRAZTEZ) y 3) La inscripción realizada en fecha 09 de marzo 2000, bajo el N° 2.098, Folio 136 del Libro de Registro Sindical, llevado en la mencionada Inspectoría del Trabajo”.


El Juzgado de Sustanciación de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo por auto de fecha 24 de abril de 2001, consideró que los tribunales del trabajo son los competentes para conocer la causa, indicando en tal sentido:


“(...) Ahora bien, por cuanto se observa que los actos impugnados conforme a lo establecido en la sentencia en referencia no son subsumibles en los supuestos previstos en los artículos 425, 465 y 519 de la Ley Orgánica del Trabajo vigente relativos a los recursos que puedan ejercerse ‘contra las decisiones del Ministro del ramo, específicamente en los casos de negativa de registro e inscripción de organizaciones sindicales; o en los casos de oposiciones a convocatorias para negociaciones de convenciones colectivas’, este tribunal estima que el conocimiento del presente recurso de nulidad interpuesto contra los actos de la Inspectoría del Trabajo (E) en el Estado Zulia, dictados en fecha 29 de febrero y 9 de marzo de 2000, corresponde a los Tribunales del Trabajo. (...)”

 

En fecha 31 de mayo de 2001, la parte recurrente consignó escrito mediante el cual señaló que la competencia para conocer los autos correspondía a esta Sala.

La Corte Primera de lo Contencioso Administrativo mediante decisión N° 2001-1494 de fecha 10 de julio de 2001, se declaró incompetente para conocer la causa, en los términos siguientes:

“(...) se evidencia de dicho recurso de nulidad así como del escrito presentado por el representante de la empresa Zulia Towing and Barge CO, C.A. en fecha 31 de mayo de 2001, que el mismo se fundó en los vicios de inconstitucionalidad e ilegalidad (folios 255, 267, 272, 495 y 496).

De las consideraciones anteriormente expuestas, esta Corte observa que no es competente para conocer de una acción de nulidad fundada en razones de inconstitucionalidad, tal como se desprende de la lectura del artículo 181 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia que en su primer aparte establece: ‘cuando la acción o el recurso se funde en razones de inconstitucionalidad, el tribunal declinará su competencia en la Corte Suprema de Justicia’.

En este sentido, y conforme al numeral 42 del artículo 10 eiusdem (SIC), corresponde a la Corte Suprema de Justicia, actualmente Tribunal Supremo de Justicia, conocer de la nulidad por inconstitucionalidad de los actos administrativos individuales del Poder Ejecutivo Nacional, siendo la Sala Político Administrativa la competente para conocer dichas acciones conforme al artículo 43 eiusdem y al numeral 5 del artículo 266 de la vigente Constitución (sentencia de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de fecha 25 de mayo de 2001, caso: Sindicato Profesional de Trabajadores del Aseo, Afines, Conexos, Similares del Distrito Federal y el Estado Miranda (SINPROTASEO). (...)”
 
Pasa la Sala a decidir, y a tal efecto observa:

II

COMPETENCIA DE LA SALA

El conocimiento de este caso ha sido declinado por la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo por considerar que al estarse alegando razones de inconstitucionalidad de conformidad con lo dispuesto en el primer aparte del artículo 181 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, la competencia le corresponde a esta Sala.

En primer lugar, debe aclararse que esta Sala Político-Administrativa tal como señaló en sentencia del 15 de junio del 2000, signada con el Nº 1407, reitera su criterio interpretativo respecto al contenido del artículo 181 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, posteriormente seguido por la Sala Constitucional de este Alto Tribunal (ver sentencia N° 194 de fecha 04 de abril de 2000); de acuerdo al cual los Tribunales Superiores en lo Civil y Contencioso Administro, sí tienen competencia para conocer en sus respectivos circunscripciones de las acciones o recursos de nulidad interpuestos contra los actos administrativos de efectos generales o particulares, emanados de autoridades estadales o municipales de su jurisdicción, cuando se aleguen razones tanto de inconstitucionalidad como de ilegalidad en forma conjunta o separada. 

En tal sentido, atendiendo al criterio antes transcrito, resulta evidente que el solo hecho de que se aleguen razones de inconstitucionalidad para fundamentar el recurso de nulidad no determina la competencia de esta Sala para conocer el caso de autos, ya que para ello debe atenderse específicamente tanto al acto contra el cual fue interpuesto el recurso, como a la autoridad del que emana.

Al respecto, observa la Sala que en el presente caso se interpuso un recurso de nulidad contra (...) 1) Oficio N° 342 de fecha 29 de febrero de 2000, mediante el cual la Inspectora el Trabajo de Maracaibo decretó la inamovilidad de un grupo de trabajadores que laboran para mí  representada, los cuales se encuentran identificados en el referido Oficio; 2) Acto de fecha 09 de marzo de 2000, mediante la cual la referida Inspectora del Trabajo de Maracaibo consideró legalmente constituido el SINDICATO DE TRABAJADORES DE LA EMPRESA ZULIA TOWING AND BARGE CO, C.A. EN EL ESTADO ZULIA (SINTRAZTEZ) y 3) La inscripción realizada en fecha 09 de marzo 2000, bajo el N° 2.098, Folio 136 del Libro de Registro Sindical, llevado en la mencionada Inspectoría del Trabajo”.

Así, al estarse solicitando la nulidad de un acto administrativo emitido por la Inspectoría del Estado Zulia mediante el cual se consideró legalmente constituido un sindicato de trabajadores y la respectiva inscripción asentada en Libro de Registro Sindical considera la Sala que para determinar a quién corresponde conocer la controversia debe atenderse a lo dispuesto en el artículo 425 de la Ley Orgánica del Trabajo, el cual señala:

“El Inspector del Trabajo recibirá los documentos que le hayan sido presentados con la solicitud de registro de un organismo sindical y dentro de los treinta (30) días siguientes ordenará el registro solicitado. Si encontrare alguna deficiencia lo comunicará a los solicitantes, quienes gozarán de un término de treinta (30) días para corregirla. Subsanada la falta, el Inspector procederá al registro. 
Si los interesados no subsanan la falta en el plazo señalado en este artículo, el Inspector se abstendrá del registro. La decisión del Inspector será recurrible para ante el Ministro del ramo y la de éste para ante la jurisdicción Contencioso-Administrativa, ambas dentro de los diez (10) días siguientes a la fecha en que la junta directiva electa haya sido notificada de la respectiva resolución. 

La inscripción la hará el Inspector del Trabajo en un registro llevado al efecto”. (Negrillas de la Sala).

 

La norma antes transcrita establece claramente que la decisión del Inspector del Trabajo de no registrar un sindicato es recurrible ante el Ministro del Trabajo y la decisión de éste podrá ser recurrida ante la jurisdicción contencioso-administrativa; estima la Sala que si bien dicha disposición no contempla específicamente el supuesto de que se recurra la decisión de inscribir un sindicato de trabajadores, por argumento a contrario, debe considerarse que dicho acto también puede ser recurrido ante el Ministro del Trabajo y la decisión de éste será recurrible ante la jurisdicción contenciosa administrativa, garantizándose así  a la parte interesada el ejercicio del derecho a la tutela judicial efectiva, lo cual ha sido reconocido por esta Sala en sentencia N° 744 de fecha 29 de mayo de 2002, en la cual se dispuso:

“(...) En el caso bajo análisis, el recurrente alegó que el requisito de agotamiento de la vía administrativa, no debía ser cumplido, en virtud de que el acto de inscripción de un sindicato no tiene recurso en sede administrativa.

Al respecto debe señalarse que, al igual que en el caso de negativa de inscripción de un sindicato, el acto de inscripción debe ser recurrido por ante el Ministro del ramo respectivo, por lo que conforme a lo expuesto, la afirmación de la parte recurrente debe ser desvirtuada. Así se declara. 

Desde esta perspectiva, considera la Sala, que el registro de una organización sindical por parte de la Inspectoría del Trabajo, es un acto administrativo, de aquellos que la doctrina ha denominado actos reglados, en virtud, de que comporta una obligación de hacer para la administración, una vez que el administrado cumple con los requisitos que para su realización exige la Ley, poniendo en cabeza del órgano la obligación de motivar las razones que hubiere para no llevarlo a cabo.

El artículo 425 de la Ley Orgánica del Trabajo, norma que regula el registro de Sindicatos, establece que el Inspector del Trabajo “ordenará” el registro solicitado dentro de los treinta (30) días siguientes a la consignación de los documentos que acompañen a la solicitud de registro; y en caso de negativa, esta pudiere ser revisada por el Ministro del ramo.

En este sentido, al prever dicha norma la revisión del acto negativo (negación del registro) por parte del jerarca, debe entenderse que la vía administrativa también se encuentra abierta para el acto positivo, por medio del cual se registra el sindicato; todo ello en virtud de lo establecido en el artículo 47 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, que establece su aplicación en los casos en los que los ordenamientos especiales  no contemplen un procedimiento administrativo determinado. Razón por la cual, en aplicación del artículo 95 eiusdem el recurrente ha podido ejercer el respectivo recurso ante el Ministro del Trabajo y de esta forma, agotar la vía administrativa. (...)”
 

Ahora bien, conforme a la argumentación antes expuesta es a la jurisdicción contencioso administrativa a la que le corresponde conocer de la impugnación de la decisión del Ministro del Trabajo de inscribir un sindicato de trabajadores; sin embargo, en el presente caso como se estableció anteriormente no se está recurriendo una decisión emanada del Ministro del Trabajo sino de unos actos emanados de la Inspectoría del Trabajo del Estado Zulia, no evidenciándose de los autos que se haya interpuesto el recurso pertinente ante el Ministro.

En consecuencia, considera la Sala que al no haber sido dictados los actos impugnados por ninguna de las autoridades previstas en los ordinales 9°, 10°, 11° y 12° del artículo 42 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, debe acudirse a lo establecido en el ordinal 3° del artículo 185 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, el cual le atribuye a la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo la competencia para conocer: “De las acciones o recursos de nulidad  que puedan intentarse por razones de ilegalidad contra los actos administrativos emanados de autoridades diferentes a las señaladas en los ordinales 9°, 10, 11 y 12 del artículo 42 de esta Ley, si su conocimiento no estuviera atribuido a otro Tribunal”. 

Por tanto, atendiéndose a un criterio orgánico de distribución de competencias, es la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo la competente para conocer la presente causa pues se solicita la nulidad de unos actos emanados de la Inspectoría del Trabajo del Estado Zulia, mediante los cuales se reconoció la legalidad del Sindicato de Trabajadores de la empresa Zulia Towing and Barge Co, C.A y la inscripción del mismo en el registro respectivo, debiendo analizar dicha Corte si la acción propuesta resulta admisible. Así se decide.

III
DECISIÓN

 


Atendiendo a los razonamientos expresados, esta Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NO ACEPTA LA COMPETENCIA para conocer el presente caso ya que la misma le corresponde a la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo.

Publíquese, regístrese y comuníquese. Notifíquese a las partes. Remítase el expediente a la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo.

Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas a los catorce (14) días del mes de enero de 2003. Años: 192º de la Independencia y 143º de la Federación. 
   El Presidente Ponente,
 
LEVIS IGNACIO ZERPA

El Vicepresidente,
 
HADEL MOSTAFÁ PAOLINI
YOLANDA JAIMES GUERRERO


      Magistrada
La Secretaria,
 
ANAÍS MEJÍA CALZADILLA
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En quince (15) de enero del año dos mil tres, se publicó y registró la anterior sentencia bajo el Nº 00042.
